
No 
FECHA 

FIJACION 
ESTADO 

JDO NI CONDENADO  DELITO FECHA DECISION 

1 30 6 6949 DAVID ALEXER TOSCANO ROJAS PORTE DE ESTUPEFACIENTES 30-05-23 EXTINCION DE LA PENA 

2 30 6 7212 JUAN DE DIOS MEZA SANDOVAL 
ACTOS SEXUALES CON MENOR DE 14 

AÑOS 
14-06-23 DECLARA EXTINCION DE LA PENA  

3 30 6 6933 GERSON OSWALDO FLOREZ MARTINEZ HURTO CALIFICADO 30-06-23 EXTINCION DE LA PENA  

4 30 5 29708 GILBERTO - MOTTA BALLESTEROS 
FABRICACION TRAFICO Y PORTE DE 

ARMAS DE FUEGO, ACCESPRIOS, PARTES 
O MUNICIONES 

07-07-23 NIEGA SOLICITUD DE EXTICION 

5 30   38193 AURELIO HERNANDEZ JIMENEZ HOMICIDIO AGRAVADO 24-07-23 REDIME PENA Y NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL 

6 30 6 10493 CARLOS MARIO GOMEZ ALVAREZ HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO 31-07-23 DECLARA PRESCRIPCION 

7 30 6 21692 FABIAN LEONARDO FLOREZ HERRERA 
EXTORSION AGRAVADO EN GRADO DE 

TENTATIVA 
31-07-23 DECLARA EXTINCION DE LA PENA  

8 30 6 11203 FLOR ELBA SOSA 
TRAFICO, FABRICACION O PORTE DE 

ESTUPEFACIENTES AGRAVADO 
31-07-23 EXTINCION DE LA PENA 

9 30 5 6722 FABIAN DARIO - ALVAREZ 
FABRICACION, TRAFICO, PORTE O 
TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO, 

ACCESORIOS, PARTES O MUNICIONES 
02-10-23 REVOCA SUSTITUTO  DE LA PRISION DOMICILIARIA 

10 30 5 35150 JULIAN AURELIO  URIBE GARCES LESIONES  PERSONALES CULPOSAS 03-10-23 
RESTABLECE EL SUBROGADO DE LA SUPENSION 

CONDIICONAL DE LA EJECUCION DE LA PENA 

11 30 1 32046 JOSEFA DEL PILAR URIBE ARENAS ESTAFA AGRAVADA 17-10-23 EXTINCION DE LA PENA 

12 30 1 32046 ANDFREA DEL PILAR LOPEZ URIBE ESTAFA AGRAVADA 17-10-23 EXTINCION DE LA PENA 

13 30   39176 JOHANA ALEXANDRA ROBLES HURTO 23-10-23 REDIME PENA NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL 

14 30 4 27875 GONZALO AMADO AREVALO FAB. TRAF. PORTE DE ARMAS 23-10-23 NIEGA LIBERTAD POR PENA CUMPLIDA 

15 30 2 39038 PAOLA ANDREA VANEGAS PRADA 
TRAFICO, FABRICACION O PORTE 

ESTUPEFACIENTES 
23-10-23 NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL 

16 30 2 37710 DAGOBERTO GALLO PINTO HURTO CALIFICADO AGRAVADO 23-10-23 REDIME PENA 16 DIAS DE PRISION 

17 30 2 37710 DAGOBERTO GALLO PINTO HURTO CALIFICADO AGRAVADO 23-10-23 NIEGA PRISION DOMICILIARIA 

18 30 6 21013 MAURICIO PARRA CADAVID  
ACTOS SEXUALES CON MENOR DE 14 

AÑOS  
23-10-23 REDENCION Y NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL  

19 30 1 15005 RENE OCTAVIO CASTRILLON SANTAMARIA HOMICIDIO AGRAVADO 23-10-23 ACUMULACION DE PENAS 

20 30 5 34523 DAIRO MIGUEL - BARRERA MORALES  
TRAFICO, FABRICACIÓN O PORTE DE 

ESTUPEFACIENTES 
24-10-23 

DECLARA CUMPLIDA LA PENA PRINCIPAL Y  LA PENA 
ACCESORIA 

21 30 4 24591 MANUEL ANDRES CADENA MORENO 
ACTO SEXUAL VIOLENTO CON 

CIRCUNSTANCIA DE AGRAVACION 
PUNITIVA 

24-10-23 CONCEDE LIBERTAD PENA CUMPLIDA 
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Bucaramanga, veinticuatro (24) de julio de dos mil veintitrés (2023) 

 

MOTIVO DE LA DECISIÓN  

 

Resolver la solicitud de redención de pena y libertad condicional deprecada a favor de 

AURELIO HERNANDEZ JIMENEZ con CC 9.162.719, quien se encuentra privado de la 

libertad en el CPMS BUCARAMANGA. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- AURELIO HERNANDEZ JIMÉNEZ, cumple una pena de 240 meses de prisión y 

multa de 1350 SMLMV, en virtud de la sentencia condenatoria proferida en su contra el 

7 de febrero de 2012, por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de 

Cartagena, como autor del delito de homicidio agravado en concurso homogéneo y 

concierto para delinquir agravado; no le fue concedido ningún mecanismo sustitutivo de 

la pena. Rad.13430600111820090168200.NI 38193. 

 

2.- En la fecha el despacho avocó conocimiento de la presente causa de conformidad 

con lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 20221 y 

CSJAA23-156 del 12 de abril de 20232. 

 

3.- REDENCIÓN DE PENA 

Para efectos de redención de pena se allegan los siguientes cómputos: 

 
• Certificados de calificación de conducta 

 

 

N° PERIODO GRADO 

CARTILLA BIOGRAFICA 21/11/2020 – 15/09/2022 EJEMPLAR  

CONSTANCIA 16/06/2022 – 15/03/2022 EJEMPLAR  

                                                           
1 Expedido por el Consejo Superior de la Judicatura 
2 Expedido por el Consejo Seccional de la Judicatura 

CERTIFICADO 

No. 

PERIODO 
HORAS 

CERTIFICADAS 
ACTIVIDAD 

REDIME 

DESDE HASTA HORAS DÍAS 

18180161 01/04/2021 30/06/2021 360 ESTUDIO  360 12 

18268243 01/07/2021 05/09/2021 243 ESTUDIO 243 20.25 

18409718 06/09/2021 31/12/2021 444 ESTUDIO 444 37 

18476642 01/01/2022 31/03/2022 348 ESTUDIO 348 29 

18547403 01/04/2022 15/06/2022 300 ESTUDIO 300 25 

18792888 01/08/2022 31/01/2023 1020 TRABAJO 1020 63.75 
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3.1.- Las horas certificadas y que han sido referidas anteriormente le representan al 

sentenciado 187 días (6 meses 7 días) de redención por las actividades realizadas en el 

penal; atendiendo que la conducta del mismo ha sido calificada en el grado buena y su 

desempeño como sobresaliente, por lo que procede dicho reconocimiento con 

fundamento en lo normado en los artículos 82, 97 y 98 de la ley 65 de 1993. 

 

3.2.- El justiciado ha estado privado de la libertad por este proceso desde el 23 de 

octubre de 2011, por lo que a la fecha ha descontado un término físico de 141 meses 1 

día. 

 

3.3.- En sede de redenciones deben sumarse las reconocidas en los siguientes autos: i) 

3 meses 2.9 días el 27 de julio de 2014, ii) 28.6 días el 25 de septiembre de 2014, iii) 5 

meses 19.91 días el 16 de marzo de 2015, iv) 1 mes 17.33 días el 14 de septiembre de 

2015, v) 28.5 días el 5 de octubre de 2015, vi) 2 meses 7.5 días el 17 de mayo de 2016, 

vii) 2 meses 3.75 días el 16 de enero de 2017, viii) 2 meses 3.5 días el 27 de junio de 

2017, ix) 3 meses 1.5 días el 3 de abril de 2018, x) 1 mes 18 días el 9 de octubre de 

2018, xi) 9 meses el 22 de diciembre de 2020, xii) 2 meses 27.75 días el 7 de mayo de 

2021 y xiii) 6 meses 7 días en la fecha, es decir, que en total ha redimido 41 meses 

16.26 días 

 

3.4.- Así las cosas, en total – sumado el tiempo físico y la redención atrás señalada - el 

rematado ha descontado la cantidad de 182 meses 17.26 días. 

 

4. LIBERTAD CONDICIONAL 

 

4.1.- Se solicita la libertad condicional del enjuiciado acompañada de los siguientes 

documentos (i) cartilla biográfica, (ii) certificado de conducta y (iii) Resolución N°410-

00363 del 27 de marzo de 2023; (iv) documentos que acreditan el arraigo. 

 

4.2.- Es competencia de los Jueces de Ejecución de Penas resolver de fondo lo 

concerniente a la libertad condicional, prevista en el artículo 30 de la ley 1709 de 2014, 

que modificó el artículo 64 de la ley 599 de 2000 – norma que aplicará por favorabilidad, 

como en claro quedó en autos precedentes -, en el que; previa valoración de la gravedad 

de la conducta punible, se exige el cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) que la 

persona haya cumplido las 3/5 partes de la pena, (ii) que su adecuado desempeño y 

comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita 

suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la pena, 

(iii) que se demuestre el arraigo familiar y social y (iv) que se repare la víctima o se 
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asegure el pago de la indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o 

acuerdo de pago, salvo se demuestre insolvencia económica.  

 

4.3.- Al unísono la Sala Penal del máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria decantó sobre 

el instituto jurídico de la libertad condicional, lo siguiente: 

 

“….El artículo 64 del Código Penal (modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014), con la 

exequibilidad condicionada declarada por la Corte Constitucional en la sentencia CC C–757–

2014, enseña que la finalidad del subrogado de la libertad condicional es permitir que el 

condenado pueda cumplir por fuera del centro de reclusión parte de la pena privativa de la libertad 

impuesta en la sentencia, cuando la conducta punible cometida, los aspectos favorables que se 

desprendan del análisis efectuado por el juez de conocimiento en la sentencia –en su totalidad–

, el adecuado comportamiento durante el tiempo que ha permanecido privado de la libertad y la 

manifestación que el proceso de resocialización ha hecho efecto en el caso concreto –lo cual 

traduce un pronóstico positivo de rehabilitación–, permiten concluir que en su caso resulta 

innecesario continuar la ejecución de la sanción bajo la restricción de su libertad (artículo 64 

numeral 2° del código penal)…Sólo de esa forma se hace palpable la progresividad del sistema 

penitenciario, cuya culminación es la fase de confianza de la libertad condicional, que presupone 

la enmienda y readaptación del delincuente y efectiviza su reinserción a la sociedad, lográndose 

la finalidad rehabilitadora de la pena. La perspectiva en clave de libertad principalmente apuesta 

por las posibilidades de resocialización o reinserción social de la persona que ha cometido una 

infracción delictiva, acorde a máximas de rehabilitación, mientras la visión de seguridad apunta 

a su exclusión social, propias de políticas intimidatorias e inocuizadoras o de aislamiento del 

condenado, que contrarrestan su reintegro a las dinámicas comunitarias…”3 

 

4.4.- En el caso concreto, sobre el cumplimiento del requisito objetivo no existe 

inconveniente alguno, dado que HERNÁNDEZ JIMÉNEZ fue condenado a una pena de 

240 meses de prisión, por lo que las 3/5 partes equivalen a 144 meses, quantum ya 

superado, conforme quedó plasmado en antecedencia, dado que el condenado ha 

descontado 182 meses 17026 días de prisión, sumando el tiempo físico y la redención 

concedida.  

 

4.5.- A efectos de valorar el aspecto subjetivo, obra la Resolución N°413-033 del 18 de 

abril de 2023 expedida por el Consejo de Disciplina del CPMS BUCARAMANGA, en el 

que se emitió concepto favorable para conceder la libertad condicional al sentenciado e, 

igualmente, se anexó la cartilla biográfica en la que se observa que la conducta en el 

tiempo que ha estado privado de la libertad en razón de este proceso ha sido calificada 

como buena y ejemplar, por lo que debe considerarse superado este primer aspecto del 

                                                           
3 Sentencia del 27 de julio de 2022. Rad. 61616 (AP3348-2022) MP Fabio Ospitia Garzón. 
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requisito subjetivo. 

 

4.6.- En lo concerniente al segundo aspecto del ingrediente subjetivo, a saber, la 

valoración de la conducta punible, al efectuar el juicio de razonabilidad y 

proporcionalidad respecto a la necesidad de que el sentenciado continúe ejecutando la 

pena privativa de la libertad en el establecimiento de reclusión, si bien es cierto que, no 

puede obviarse la vulneración al bien jurídico de la vida y la seguridad pública, que atañe 

precisamente a la comunidad en general, tampoco resulta viable dejar de lado lo 

decantado por el Alto Tribunal Constitucional en Sentencia C-757 de 2014 que declaró 

exequible la expresión contenida en el art. 30 de la Ley 1709 de 2014, a través del cual 

se adujo que la valoración de la conducta punible que debe realizar el juez ejecutor debe 

sujetarse a las circunstancias, elementos y consideraciones dadas por el juez de 

conocimiento en la sentencia condenatoria, sean favorables o desfavorables al 

otorgamiento de la libertad condicional, de forma precisa se refirió que: 

 

“48. En primer lugar, es necesario concluir que una norma que exige que los jueces de ejecución 

de penas valoren la conducta punible de las personas condenadas para decidir acerca de su 

libertad condicional es exequible a la luz de los principios del non bis in ídem, del juez natural 

(C.P. art. 29) y de separación de poderes (C.P. art. 113) …50. Sin embargo, sí se vulnera el 

principio de legalidad como elemento del debido proceso en materia penal, cuando el legislador 

establece que los jueces de ejecución de penas deben valorar la conducta punible para decidir 

sobre la libertad condicional sin darles los parámetros para ello. Por lo tanto, una norma que 

exige que los jueces de ejecución de penas valoren la conducta punible de las personas 

condenadas a penas privativas de su libertad para decidir acerca de su libertad condicional es 

exequible, siempre y cuando la valoración tenga en cuenta todas las circunstancias, elementos 

y consideraciones hechas por el juez penal en la sentencia condenatoria, sean éstas favorables 

o desfavorables al otorgamiento de la libertad condicional…51. Finalmente, la Corte concluye 

que los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad deben aplicar la constitucionalidad 

condicionada de la expresión “previa valoración de la conducta punible” contenida en el artículo 

30 de la Ley 1709 de 2014, en todos aquellos casos en que tal condicionamiento les sea más 

favorable a los condenados…” 

 

Mucho menos puede obviarse la finalidad de la gracia en comento, atinente a la 

posibilidad de resocialización o reinserción social de la persona que ha cometido una 

infracción delictiva, acorde a máximas de rehabilitación en virtud del principio de 

progresividad en el tratamiento punitivo, desde esa óptica la valoración de la conducta 

no ha de ser entendida como la reedición de esta, pues ello supondría juzgar de nuevo 

lo que en su momento definió el funcionario judicial de conocimiento en la fase de 

imposición de la sanción, tampoco implica la consideración de la gravedad en abstracto 

del ilícito, pues todo ello trasegaría contra el principio de la dignidad humana, lo que se 
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pretende con la consagración del beneficio no es nada distinto a acentuar en fin 

resocializador de la pena, que tiene como norte la posibilidad cierta del sentenciado de 

recuperar su libertad y reintegrarse al tejido social antes del cumplimiento total de la 

pena.  

 

Siguiendo la línea jurisprudencial trazada, con respecto a la gravedad de la conducta en 

el caso concreto, tenemos que el juez de instancia de manera consistente adujo que las 

conductas endilgadas eran graves dado que esta clase de comportamientos mantienen 

atemorizada a la sociedad de nuestro país, por la peligrosidad que la misma genera, así 

mismo se tiene que el dolo deducible de los procesados es un dolo directo, consistente 

en su voluntad consciente de infringir la ley al integrar o pertenecer, sin justificación o 

eximente de responsabilidad alguna, a un grupo de personas concertadas al margen de 

la ley para la cometer varios delitos, de allí la agravación del punible de concierto para 

delinquir en tanto que la finalidad que destacó era el narcotráfico, el secuestro y las 

extorsiones.  

 

Continuó señalando que el ajusticiado hacía parte de banda dedicada a causar temor y 

daño en la sociedad y que contaban con una infraestructura de gran envergadura para 

tal labor. Al unísono sobre su participación en la materialidad de los homicidios por los 

que fue condenado el sentenciado, señaló que era un acto propio de los denominados 

sicariatos que atenta contra la vida y la tranquilidad de la comunidad ya que colocan en 

zozobra a toda la población. 

 

De allí que la gravedad de la conducta expuesta por el juez de conocimiento sea del 

impacto suficiente para determinar que dada su suma gravedad no es viable el 

reconocimiento de la libertad condicional pese al buen comportamiento intramuros del 

sentenciado máxime si existe una prohibición expresa derivada del artículo 26 de la ley 

1121 de 2006, que reza: 

 

“Artículo 26. Exclusión de beneficios y subrogados. Cuando se trate de delitos de terrorismo, 

financiación de terrorismo, secuestro extorsivo, extorsión y conexos, no procederán las rebajas 

de pena por sentencia anticipada y confesión, ni se concederán subrogados penales o 

mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad de condena de ejecución condicional 

o suspensión condicional de ejecución de la pena, o libertad condicional. Tampoco a la prisión 

domiciliaria como sustitutiva de la prisión, ni habrá lugar ningún otro beneficio o subrogado legal, 

judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de 

Procedimiento Penal, siempre que esta sea eficaz.” 

 

4.7.- Así las cosas, por expresa prohibición legal dado que HERNANDEZ LOPEZ fue 
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condenado por el delito de concierto para delinquir con fines de narcotráfico, extorsión y 

secuestro – además del punible de homicidio - por hechos ocurridos durante el 2011, es 

decir, en vigencia de la prohibición citada , no tiene derecho a la libertad condicional, por 

lo tanto, habrá de negarse, advirtiéndole que se encuentra llamado a cumplir la totalidad 

de la pena impuesta en su contra en establecimiento carcelario. 

 

4.8.- Más aun si se tiene en cuenta que de forma reciente en interlocutorio del 16 de 

diciembre de 2022 el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Cartagena 

en decisión de segunda instancia frente al recurso interpuesto por el ajusticiado contra 

el auto del 7 de mayo de 2021 mediante el cual el Juzgado Segundo de Ejecución de 

Penas de Tunja mediante el cual se negó la solicitud de libertad condicional, resolvió 

confirmar la decisión por las mismas razones que aquí se exponen, es decir, dada la 

prohibición de la ley 1121 de 2006, por lo que mal haría el despacho en desconocer la 

decisión de segundo grado, que además se fundamentó en prolija jurisprudencia.  

 

Por lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 

SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: RECONOCER al interno a AURELIO HERNANDEZ LOPEZ, como redención 

de pena de SEIS MESES SIETE DÍAS PRISIÓN (6 meses 7 días) por las actividades 

realizadas durante la privación de su libertad. 

 

SEGUNDO: DECLARAR que AURELIO HERNANDEZ LOPEZ ha cumplido una 

penalidad de CIENTO OCHENTA Y DOS MESES DIECISIETE PUNTO 26 DÍAS (182 

meses 17.26 días) DE PRISIÓN, sumando el tiempo físico y la redención concedida en 

la fecha. 

 

TERCERO: NEGAR al sentenciado AURELIO HERNANDEZ LOPE la LIBERTAD 

CONDICIONAL, por las razones expuestas en la parte motiva 

 

CUARTO: ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos de 

Ley. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

GABRIEL ANDRES MORENO CASTAÑEDA 

Juez 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/consejo-superior-de-la-judicatura/portal/inicio?p_auth=chFLUT8s&p_p_auth=LF14uchl&p_p_id=49&p_p_lifecycle=1&p_p_state=normal&p_p_mode=view&p_p_col_pos=1&p_p_col_count=2&_49_struts_action=/my_sites/view&_49_groupId=10635&_49_privateLayout=false
































   
 

JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, veinticuatro (24) de octubre de dos mil veintitrés 

(2023) 

 

ASUNTO REDENCIÓN DE PENA Y L IBERTAD POR PENA CUMPLIDA 

RADICADO NI  24591  CUI   68081-6000-

135-2012 -80212 -00  

EXPEDIENTE  F ÍS ICO X 

ELECTRÓNICO   

SENTENCIADO 

(A)  

MANUEL ANDRÉS CADENA 

MORENO 

CEDULA 1.104.125.552  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

 CPAMS GIRÓN  

DIRECCIÓN 

DOMICILIARIA  

  

B IEN JURÍDICO  CONTRA LA LIBERTAD Y EL PUDOR SEXUAL  

LEY 906 DE 2004  X  600 DE 2000   1826 DE 2017   

 

ASUNTO A TRATAR 

 

El Juzgado procede a resolver las sol icitudes de redención de pena y 

l ibertad por pena cumplida en favor del sentenciado MANUEL ANDRÉS 

CADENA MORENO, dentro del proceso de la referencia .  

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigila a MANUEL ANDRES CADENA MORENO la pena de 145 

meses de prisión impuesta mediante sentencia condenator ia proferida el 18 

de junio de 2013 por el Juzgado Tercero Penal del Circuito con Función de  

Conocimiento de Barrancabermeja, como responsable del del ito de acto 

sexual violento con circunstancias de agravación punit iva. El sentenciado 

se encuentra privado de la l ibertad por cuenta de este asunto desde el 16 

de diciembre de 2012. 

 

1. DE LA SOLICITUD DE REDENCIÓN DE PENA 

 

El establecimiento carcelario remitió el día de hoy para estudio los 

siguientes documentos:  

 

Certificado Horas Actividad Periodo Calificación Conducta 

18858768 378 ESTUDIO 01/01/2023 AL 31/03/2023 SOBRESALIENTE BUENA 

18919768 318 ESTUDIO 01/04/2023 AL 30/06/2023 SOBRESALIENTE BUENA 

19011695 240 ESTUDIO 01/07/2023 AL 31/08/2023 SOBRESALIENTE BUENA 

 



 

 

Efectuados los cómputos legales según lo previsto en los art ículos 82 y 97 

del Código Penitenciario y Carcelario, se reconoce ría redención de pena al 

sentenciado en 78 días por estudio ,  los cuales se abonar ían como 

descuento a la pena de prisión impuesta , sin embargo, se advierte en la 

cart i l la biográf ica que mediante resoluciones 421 -RES ACTA 037 del 20 de 

enero de 2021 y 421-RES ACTA 190 del 4 de marzo de 2021  fue sancionado 

con pérdida de redención de pena de 100 y 120 días, se dará apl icación a 

las sanciones correspondientes, por lo que no hay lugar a reconocer 

redención de pena por los cert if icados de cómputo relacionados .  

 

2. LIBERTAD POR PENA CUMPLIDA 

 

El condenado MANUEL ANDRÉS CADENA MORENO se encuentra pr ivado 

de la l ibertad por cuenta de esta actuación desde el 16 de diciembre de 

2012, t iempo que sumado a las redenciones reconocidas en precedencia,  

así como a la apl icación a las sanciones impuestas de pérdida de redención 

de pena de 100 y 120 días, permite determinar que  a la fecha ha descontado 

la total idad de la pena impuesta, por lo que se dispone conceder la l ibertad 

por pena cumplida a part ir  de la fecha.  

 

Líbrese la respectiva boleta de l ibertad ante la CPAMS GIRÓN a part ir  de 

la fecha.  

 

Se declara además de acuerdo al art ículo 53 del Código Penal legalmente 

cumplida la pena accesor ia de inhabil i tación para el ejercic io de derechos  

y funciones públ icas a part ir  de la fecha, debiendo of iciarse a la 

Registraduría Nacional del Estado Civil y a la Procuraduría General de la 

Nación dando informe de la misma.  

 

Acorde a lo dispuesto en el art ículo 476 del C.P.P. vigente comuníquese 

esta decisión a las mismas autor idades que se enteró la sentencia . 

 

Una vez ejecutor iada esta providencia, devuélvase el expediente al Juzgado 

Tercero Penal del Circuito con Función de Conocimiento de 

Barrancabermeja,  para archivo def init ivo.  

  

Por lo expuesto, EL JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO .-   Dar apl icación a las sanciones disciplinarias de pérdida 

de redención de pena por 100 y 120 días, impuestas a t ravés de las 



 

 

Resoluciones 037  del 20 de enero de 2021 y 190 del 4 de marzo de 2021, 

respect ivamente, razón por la cual MANUEL ANDRÉS CADENA MORENO 

pierde el derecho de redención de pena de 220 días a que tuviera derecho, 

conforme lo expuesto en la parte motiva.  

 

SEGUNDO .-  DECLARAR que a la fecha el sentenciado  MANUEL 

ANDRÉS CADENA MORENO ha cumplido la totalidad de la pena 

impuesta.  

 

TERCERO .-   DECLARAR cumplida la pena impuesta al sentenciado 

MANUEL ANDRÉS CADENA MORENO, ident if icado con cédula de 

ciudadanía número 1.104.125.552 a partir de la fecha .  Líbrese la 

respect iva boleta de l ibertad ante la CPAMS GIRÓN.  En caso de ser 

requerido por otro proceso, deberá ser puesto a disposición de la autor idad 

competente.   

 

CUARTO. -   Se declara de acuerdo al art ículo 53 del Código Penal 

legalmente cumplida la pena accesor ia de inhabi l i tación para el ejercicio de 

derechos y funciones públ icas  a part ir  de la fecha, debiendo of iciarse a la 

Registraduría Nacional del Estado Civil y a la Procuraduría General de la 

Nación dando informe de la misma.  

 

QUINTO. -  Comuníquese esta decisión a las mismas autoridades que 

se enteró la sentencia.  

 

SEXTO. -   Una vez ejecutoriada la decisión,  devuélvase el 

expediente al Juzgado Tercero Penal de Circuito con Funciones de 

Conocimiento de Barrancabermeja , para archivo def init ivo.  

 

SÉPTIMO. -  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

 

 
ILEANA DUARTE PULIDO  

JUEZ 

 
Irene C.  
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JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA  

 

Bucaramanga, veintitrés (23) de octubre de dos mil veintitrés (2023) 

 

ASUNTO REDENCIÓN PENA Y LIBERTAD CONDICIONAL 

RADICADO NI. 39176    

CUI 11001600000020130107400 

EXPEDIENTE  FISICO x 

ELECTRONICO  

SENTENCIADO (A) JOHANNA ALEXANDRA ROBLES CEDULA 1.093.750.182 

CENTRO DE RECLUSIÓN CPMSM BUCARAMANGA 

DIRECCIÓN DOMICILIARIA  

BIEN JURIDICO SEGURIDAD 
PÚBLICA 

LEY906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 

MOTIVO DE LA DECISIÓN  

 

Resolver la solicitud de redención de pena y libertad condicional deprecada por JOHANNA 

ALEXANDRA ROBLES identificada con C.C. 1.093.750.182, quien se encuentra en recluido en 

el CPMSM BUCARAMANGA. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- El despecho vigila la pena acumulada de 72 meses de prisión impuesta por el Juzgado Cuarto 

de Ejecución de Penas de Cúcuta (N.S) el 21 de junio de 2016, de los siguientes procesos: 

 

1.1. El Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado con Funciones de Conocimiento 

de Cúcuta a través de sentencia del 10 de julio de 2015 condenó a JOHANNA ALEXANDRA 

ROBLES, a las penas principales de 48 meses de prisión y multa de 1.350 S. M. L. M. V. 

para el año 2013, más la sanción accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos 

y funciones públicas por un periodo igual al de la pena principal, al ser hallada penalmente 

responsable de las conductas punibles de concierto para delinquir agravado y hurto 

calificado y agravado, según hechos ocurridos en 2012 y 2013; la juez de conocimiento le 

negó a la sentenciada la suspensión condicional de ejecución de la pena y la prisión 

domiciliaria. La anterior decisión cobró ejecutoria el 17 de julio de 2015, según se indica en 

la ficha técnica. 

 

1.2. El Juzgado Segundo Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Cúcuta 

través de sentencia del 09 de junio de 2014 condenó a JOHANNA ALEXANDRA ROBLES, 

a las penas principales de 48 meses de prisión y multa de 62 S. M. L. M. V., más la sanción 

accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por un periodo 

igual al de la pena principal, al ser hallada penalmente responsable en calidad de cómplice 

del delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, según hechos ocurridos el 29 
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de mayo de 2013; la juez de conocimiento le negó a la sentenciada la suspensión 

condicional de ejecución de la pena y la prisión domiciliaria. La anterior decisión cobró 

ejecutoria en la misma fecha en la que fue proferida, según se indica en la ficha técnica. 

Rad.  540013187003201400565. 

 

2.- A la mencionado le fue concedido por el Juzgado  Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas 

de Seguridad de Cúcuta la libertad condicional el 11 de noviembre de 2016 por un período de 

prueba de 28 meses 3 días, previa suscripción de diligencia de compromiso -firmada el 

17/11/2016 y caución prendaria por valor de $100.000 pesos de la época; mismo que le fue 

revocado el 22 de febrero de 2022 por ese Despacho teniendo en cuenta que fue capturada por 

otro proceso el 22 de noviembre de 2018 y condenada el 22 de octubre de 2021, razón que 

también motivó a librar orden de captura por el proceso de la referencia, lo que se materializó el 

16 de junio de 2022; es decir, cuando aún no había fenecido el plazo de prueba otorgado.  

 

3.- El 16 de junio de 2022 la mencionada fue dejado a disposición a efectos de comenzar a 

descontar la pena que le restaba para el cumplimiento total de la condena. Como detención inicial 

debe tenerse el periodo entre el 29 de mayo de 20131 al 17 de noviembre de 20162. 

 

4.- En la fecha el despacho avocó conocimiento de la presente causa de conformidad con lo 

dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 20223 y CSJAA23-156 del 12 

de abril de 20234, conforme remisión que efectuara el Juzgado Tercero homólogo el 10 de julio 

de 2023. 

 
5. DE LA REDENCIÓN DE PENA.  

 

A fin de redimir pena se allegan los siguientes cómputos: 

 

 

• Certificados de calificación de conducta 

N° PERIODO GRADO 

CONSTANCIA 26/03/2023-25/06/2023 EJEMPLAR 

                                                           
1 Fecha desde la que estuvo privado de la libertad por cuenta del proceso Rad 003-2014-565 
2 Fecha en la que recobró materialmente la libertad condicional al pagar la caución y suscribir diligencia de compromiso.  
3 Consejo Superior de la Judicatura  
4 Consejo seccional de la Judicatura  

CERTIFICADO 
PERIODO HORAS 

CERTIF. 
ACTIVIDAD 

REDENCIÓN 

DESDE HASTA HORAS DÍAS 

18865256 01/01/2023 26/03/2023 464 TRABAJO 0 0 

18957373 21/04/2023 30/06/2023 376 TRABAJO 376 23.5 

18960233 01/07/2023 31/07/2023 144 TRABAJO 144 9 

TOTAL REDENCIÓN 32.5 
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CONSTANCIA 25/06/2023-08/09/2023 EJEMPLAR 

 

5.1.- Las horas certificadas y que han sido referidas anteriormente le representan a la sentenciada 

32.5 días (1 mes 2.5 días) de redención por las actividades realizadas en el penal; atendiendo 

que la conducta de la misma ha sido calificada en el grado de ejemplar y su desempeño como 

sobresaliente, por lo que procede dicho reconocimiento con fundamento en lo normado en los 

artículos 82, 97 y 98 de la ley 65 de 1993. 

 

5.2.- No se reconocerá redención del certificado Nro. 18865256, teniendo en cuenta que el centro 

carcelario no allegó constancia de calificación de la conducta, razón por la cual, en la parte 

resolutiva de esta decisión se ordenará que por intermedio del CSA se solicite lo correspondiente.  

 

5.3.- La ajusticiada cuenta con una detención inicial desde el desde el 29 de mayo de 2013 al 17 

de noviembre de 2016 que equivale a 41 meses 19 días, a la cual debe adicionarse el descuento 

del tiempo trascurrido desde el momento en que fue dejada a disposición -16 de junio de 2022- a 

la fecha, equivalente a 16 meses 7 días, lo que arroja un total de pena física cumplida equivalente 

a 57 meses 26 días de prisión. 

 

5.4.- Por las actividades de enseñanza, trabajo o estudio al interior del panóptico se han 

reconocido los siguientes periodos de redención en distintos autos, así: i)  20 días el 12 de 

septiembre de 2016 ii) 1 mes 1 día el 24 de octubre de 2016 iii) 21 días del 11 de noviembre de 

2016, iv) 1 mes 25 días del 15 de marzo de 2023 y v) 1 mes 2.5 días en la fecha; por lo que, al 

día de hoy ha descontado 5 meses 9.5 días. 

 

5.5.- Así las cosas, en total – sumado el tiempo físico y la redención atrás señalada – la privada 

de la libertad ha descontado la cantidad de 63 meses 5.5 días. 

 

6.- DE LA LIBERTAD CONDICIONAL.  

 

6.1. En esta oportunidad se allega solicitud de libertad condicional con los siguientes documentos: 

i) cartilla biográfica, ii) Resolución Nro. 000553 del 8 de septiembre de 2023 con concepto 

favorable expedido por la Junta de Disciplina del centro carcelario, iii) certificaciones calificación 

de conducta, iv) Escrito signado por Blanca Cecilia Robles Cruz madre de la sentencia, quien 

expone que su hija es una persona especial tanto con sus hijos como con ella, es responsable y 

tiene la condición de madre cabeza de hogar, v) copia de la cédula de ciudadanía de la señora 

Blanca Robles, vi) copia del registro civil de nacimiento con indicativo serial 41904763 de J.A.R, 

vii) copia de la tarjeta de identidad de B.J.R.R, viii) copia del registro civil de nacimiento de 

B.J.R.R, ix) certificación del club de fútbol denominado La Masía Cúcuta F.C relacionado con el 

menor B.J.R.R, x) copia de la tarjeta de identidad de M.A.P.R, x) copia del registro civil de 

nacimiento de M.A.P.R, xi) copia del registro civil de defunción de Victo Hugo Pérez, xii) copia del 
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registro civil de nacimiento de Jhordy Alexander Polentino Robles, xiii) copia de la cartilla 

biográfica de Jhordy Alonso Polentino Muñoz, xiv) petición de la privada de la libertad de fecha 4 

de septiembre de 2023, xv) copia del recibo de servicio público a nombre de Blanca Cecilia Roble 

en la dirección Calle 3 Nro. 6-20 barrio Alto Pamplonita de Cúcuta, xvi) Certificación de la 

presidenta de la junta de acción comunal Yecsika Katherine González Celis del barrio Pamplonita, 

xvii) documento suscrito por los residentes del barrio Bajo Pamplona de Cúcuta, quienes dan fe 

de la residencia por espacio de treinta años de Johanna Alexandra Robles en la calle 3 Nro. 6-

20, xviii) certificación firmada por Lucy Robles Cruz, quien conoce desde hace 35 años a Johanna 

Robles y sabe que es madre cabeza de familia, xix) certificación firmada por José Darío Reyes, 

xx) certificación firmada por Luis Enrique Robles Cruz.  

 

6.2.- Lo primero que hay que decir es que es competencia de los Jueces de Ejecución de Penas 

resolver de fondo lo concerniente a la libertad condicional, prevista en el artículo 30 de la ley 1709 

de 2014, que modificó el artículo 64 de la ley 599 de 2000 – norma que se aplicará por 

favorabilidad -, en el que; previa valoración de la gravedad de la conducta punible, se exige el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) que la persona haya cumplido las 3/5 partes de la 

pena, (ii) que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario en 

el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la 

ejecución de la pena, (iii) que se demuestre el arraigo familiar y social y (iv) que se repare la 

víctima o se asegure el pago de la indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o 

acuerdo de pago, salvo se demuestre insolvencia económica. Norma esta que se aplicará por 

favorabilidad como se viene realizando y por las razones que ampliamente se han esbozado. 

 

6.3.- Al unísono la Sala Penal del máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria decantó sobre el 

instituto jurídico de la libertad condicional, lo siguiente: 

 

“….El artículo 64 del Código Penal (modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014), con la 

exequibilidad condicionada declarada por la Corte Constitucional en la sentencia CC C–757–2014, enseña 

que la finalidad del subrogado de la libertad condicional es permitir que el condenado pueda cumplir por 

fuera del centro de reclusión parte de la pena privativa de la libertad impuesta en la sentencia, cuando la 

conducta punible cometida, los aspectos favorables que se desprendan del análisis efectuado por el juez 

de conocimiento en la sentencia –en su totalidad–, el adecuado comportamiento durante el tiempo que ha 

permanecido privado de la libertad y la manifestación que el proceso de resocialización ha hecho efecto en 

el caso concreto –lo cual traduce un pronóstico positivo de rehabilitación–, permiten concluir que en su 

caso resulta innecesario continuar la ejecución de la sanción bajo la restricción de su libertad (artículo 64 

numeral 2° del código penal)…Sólo de esa forma se hace palpable la progresividad del sistema 

penitenciario, cuya culminación es la fase de confianza de la libertad condicional, que presupone la 

enmienda y readaptación del delincuente y efectiviza su reinserción a la sociedad, lográndose la finalidad 

rehabilitadora de la pena. La perspectiva en clave de libertad principalmente apuesta por las posibilidades 

de resocialización o reinserción social de la persona que ha cometido una infracción delictiva, acorde a 

máximas de rehabilitación, mientras la visión de seguridad apunta a su exclusión social, propias de políticas 
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intimidatorias e inocuizadoras o de aislamiento del condenado, que contrarrestan su reintegro a las 

dinámicas comunitarias…”5 

 

6.4.- Lo segundo, desciendo al caso de trato, tenemos que el requisito objetivo se satisface, dado 

que Johanna Alexandra Robles cumple una pena 72 meses de prisión, por lo que las 3/5 partes 

equivalen a 43 meses 6 días, quantum que superó, dado que a la fecha ha descontado 63 meses 

5.5 días, como atrás se dejó sentado.  

 

6.5.- A efectos de valorar el aspecto subjetivo, obra la Resolución 000553 del 8 de septiembre de 

2023 donde el Consejo de Disciplina conceptúa de forma favorable frente a la libertad condicional. 

No obstante, lo cierto es que al revisar el comportamiento de la sentenciada, si bien su conducta 

ha sido calificada como buena y ejemplar durante el tratamiento penitenciario, se encuentra que, 

dentro de la presente causa el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas de Cúcuta le concedió la 

libertad condicional el 11 de noviembre de 2016 por un período de prueba de 28 meses y 3 días, 

beneficio que le fue revocado el 22 de febrero de 2022 por el mismo Despacho por la comisión 

de otro delito por el que se le capturó el 22 de noviembre de 2018; es decir, cuando aún no había 

fenecido el plazo de prueba otorgado, y solo habiendo trascurrido dos años aproximadamente 

desde que se le concedió la libertad; hecho que también motivó que fuera captura el 16 de junio 

de 2022.  

 

6.5.1.- Así las cosas, es claro que la sentenciado no cuenta con un adecuado desempeño y 

comportamiento durante el tratamiento penitenciario, pues no sólo de antaño incumplió la libertad 

condicional por cuenta de este proceso, sino que además fue capturada por otro delito.  

 

6.5.2.- Si lo anterior refulge escaso, agréguese que el artículo 150 de la ley 65 de 1993 prevé que 

la penada que incumpla las obligaciones previstas en el programa de institución abierta, de 

confianza, libertad o franquicia preparatorias, se le revocará el beneficio y deberá cumplir el resto 

de condena sin derecho a la libertad condicional y, precisamente, lo anterior se perfecciona en el 

caso en concreto. 

 

6.5.3.- Situación que provocó la misma sentenciada, quien implora la concesión de la libertad 

condicional, cuando lo cierto es que, encontrándose en libertad condicional no sólo la incumplió, 

sino que además cometió un nuevo delito, por lo que no puede entenderse satisfecha la fase de 

rehabilitación y resocialización exigidas para confiar en la sentenciada nuevamente con la 

concesión del mismo beneficio que desatendió. 

 

6.5.4.- En reciente jurisprudencia, la Sala Penal del máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria 

refirió, acerca de las fases de rehabilitación y resocialización lo siguiente: 

                                                           
5 Sentencia del 27 de julio de 2022. Rad. 61616 (AP3348-2022) MP Fabio Ospitia Garzón. 
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“…Las fases de rehabilitación y resocialización en el proceso penitenciario preparan a los sentenciados 

para la reincorporación a la vida en comunidad y conforme a su carácter progresivo, permite concluir que 

en los diferentes períodos por los que atraviesan va disminuyendo la rigidez en la limitación del derecho a 

la libertad, en especial el de locomoción al interior del establecimiento de reclusión y paulatinamente por 

fuera de él (Cfr. CC T–895–2013 y T–581– 2017). De ese modo, el tratamiento penitenciario posee dos 

aspectos basilares, de un lado, la readaptación social del condenado y, del otro, la relación que hay entre 

el derecho a acceder a programas de estudio y trabajo que permitan redimir pena e incidan en el derecho 

a la libertad. Es a través de la resocialización que la permanencia en los establecimientos de reclusión pasa 

de ser una simple consecuencia jurídica por las conductas del pasado, a convertirse en una oportunidad 

de integración social de la persona que ha incurrido en una conducta lesiva de un bien jurídico penalmente 

relevante (Cfr. CC A–121–2018) …”6 

 

6.5.5.- En conclusión, es precisamente la falencia de la sentenciado en su proceso de 

rehabilitación y resocialización lo que impide acceder en este momento a la gracia que depreca, 

pues se confió en su voluntad de sujetarse a las obligaciones de la libertad condicional y contrario 

a ello, desatendió las mismas, optó por cometer otro delito, lo cual tornó inminente la revocatoria 

del beneficio y su regreso al penal, así que el tiempo que ha trascurrido desde ese último evento, 

no permite disminuir la rigidez en la limitación del derecho a libertad nuevamente. Como 

consecuencia de lo anterior se negará la solicitud de libertad condicional deprecada al no 

superarse el factor comportamental exigido dentro del tratamiento penitenciario. 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: RECONOCER a la interna JOHANNA ALEXANDRA ROBLES, como redención de 

pena UN MES DOS PUNTO CINCO DÍAS (1 mes 2.5 días) por las actividades realizadas durante 

la privación de su libertad. 

 

SEGUNDO: NEGAR a la sentenciada JOHANNA ALEXANDRA ROBLES la LIBERTAD 

CONDICIONAL, por las razones expuestas en la parte motiva.  

 

TERCERO: DECLARAR que a la fecha la condenada JOHANNA ALEXANDRA ROBLES ha 

cumplido una pena de SESENTA Y TRES MESES CINCO PUNTO CINCO DÍAS -63 meses 5.5 

días de prisión-, teniendo en cuenta la detención física y las redenciones de pena reconocidas. 

 

CUARTO: ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos ordinarios de 

Ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

GABRIEL ANDRÉS MORENO CASTAÑEDA 

Juez 

                                                           
6 Auto del 27 de julio de 2022. Rad: 61616 (AP3348-2022) MP. Fabio Ospitia Garzón 
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JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS  

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

  

Bucaramanga, veint i trés (23) de octubre de dos mil veint itrés (2023)  

  

ASUNTO PRISION DOMICILIARIA –  NIEGA 

R ADIC ADO NI  37710  (CUI  

68001.60.00.159 .2022.06702.00)  

EXPEDIENTE  FISICO  

ELECTRONICO x  

SENTENCI ADO ( A)  DAGOBERTO GALLO PINTO CEDUL A 1.005.328.610  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS ERE BUCARAMANGA  

DIRECCIÓN 

DOMICILIARI A 

No ap l i ca  

BIEN JURIDICO  PATRIMONIO 

ECONOMICO  

LEY906/2004   LEY 600/2000   LEY 1826/2017  X 

   

ASUNTO 

 

Resolver la pet ic ión de pris ión domici l iar ia  en relación con 

DAGOBERTO GALLO PINTO, identif icado con la cédula de ciudadanía 

número  1.005.328.610 .   

 

ANTECEDENTES 

 

El Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones Mixtas de 

Girón, el 28 de septiembre de 2022, condenó a DAGOBERTO GALLO 

PINTO,  a la pena  de 24 MESES DE PRISIÓN  e  interdicción de derechos 

y funciones públ icas por el término de la pena principal,  como coautor  del 

del ito de HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO .  Se le negaron la 

suspensión condicional de la ejecución de la pe na y la pr is ión domici l iar ia.  

 

Su detención data del 3 de sept iembre de 2022, por lo que l leva 

privado de la l ibertad 13 MESES 20 DÍAS DE PRISIÓN.  Actualmente se 

halla privado de la l ibertad en el Centro Penitenciario de Media 

Seguridad de Bucaramanga  descontando la pena por este asunto.  

 

PETICIÓN 

 

mailto:csjepbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co
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El CPMS BUCARAMANGA, remite pet ic ión de pr is ión domici l iar ia  que 

invoca el condenado GALLO PINTO1,  con los siguientes documentos:  

 

•  Cart i l la biográf ica  

•  Cert if icado de cal if icación de conducta  

•  Sol ic itud PPL 

•  Cómputos de redención de pena  

•  Recibo de servic io públ ico de luz  

•  Recomendación f irmada por vecinos  

•  Constancia suscrita por Gracce Samanta Rangel Galvis  

•  Declaración rendida por Juan Car los Rangel Ariza  

•  Cert if icación de residencia del Barrio Los Sauces Morrorico Comuna 

14 

•  Cert if icación de la Parroquia Nuestra Señora de la Cancelar ia de 

Bucaramanga 

     

CONSIDERACIONES 

 

Procede el Despacho a estudiar los presupuestos contenidos en  el 

art ículo 28 de la Ley 1709 de 2014 , que adicionó el art ículo 38G de la Ley 

599 de 20002,  para verif icar la procedencia o no del benef ic io  aludido en 

                                                           
1 Of ic io  2023ER0096054  de l  31 de agos to  de 2023  que ing resó a l  Des pacho e l  22  de j un io  de l  
m ismo año.   
2 “Art .  28.  Ad ic ionase un a r t ícu lo  38G a la  ley  599 de 2000,  de l  s igu iente  tenor :  
 
A r t ícu lo  38G.  La e jecuc ión de la  pena  p r iva t iva  de la  l i ber tad se  cumpl i rá  en e l  l ugar  de 
res idenc ia  o  morada  de l  condenado  cuando  haya  cumpl ido la  m i tad de  la  condena y  concur ran  
los  p resupues tos  contemplados  en  los  numera les  3  y  4  de l  ar t ícu lo  38B 2 de l  presente  c ód igo,  
excepto  en los  casos  en que e l  condenado pe r tenezca a l  g rupo fam i l ia r  de  la  v íc t ima o  en 
aquel los  eventos  en que fue sentenc iado por  a lguno  de los  s igu ientes  de l i t os :  genoc id io ;  cont ra  
e l  de recho in t ernac iona l  humani ta r io ;  desapar ic i ón fo rzada;  secues t ro  extors i vo ;  t o r tu ra ;  
desp lazam iento  fo rzado;  t rá f i co  de menores ;  uso de menores  de edad para  la  com is ión de  
de l i tos ;  t rá f i co  de m igrantes ;  t ra ta  de pe rsonas ;  de l i t os  cont ra  la  l iber t ad,  in teg r idad y  fo rma c ión 
sexua les ;  exto rs ión;  c onc ier to  pa ra  de l i nqu i r  ag ravado;  lavado de ac t ivos ;  te r ror ismo;  usurpac ión 
y  abus o de func iones  púb l i cas  con f ines  ter ro r is tas ;  f inanc iac ión de l  te r ro r ismo y de ac t iv i dades  
de de l i ncuenc ia  o rgan i zada;  adm in is t rac ión  de  recursos  con ac t iv i dades  t er ror is tas  y  de 
de l i ncuenc ia  organ izada;  f inanc iac ión de l  te r ror ismo y adm in is t rac ión de recu rsos  re lac ionados  
con ac t iv idades  te r ror is t as ;  fabr ic ac ión,  t rá f i co  y  por te  de armas  y  munic iones  de uso  
res t r i ng ido,  uso pr iva t ivo  de las  fuerzas  armadas  o  exp los ivos ;  de l i tos  re l ac ionados  con e l  
t rá f i co  de es tupefac ientes ,  sa lvo los  contemplados  en e l  ar t ícu lo  375  y  e l  inc is o  2o de l  a r t ícu lo  
376  de l  p resente  cód igo. ”     
 
Art ícu lo  38B .  Requis i tos  para c onceder  la  pr is ión dom ic i l ia r ia .  Son requ is i tos  para conc eder  l a  
pr is ión dom ic i l ia r ia :   
1.  Que l a  sentenc ia  se imponga po r  conduc ta  pun ib le  cuya pena m ín ima prev is ta  en la  l ey  sea de 
ocho (8)  años  de p r is ión o  menos .   
2.  Que no se t ra t e  de uno de los  de l i tos  inc lu idos  en e l  inc iso  2o de l  ar t ícu lo  68A  de  la  Ley 599 
de 2000.   
3.  Que se demues t re  e l  a r ra igo f am i l ia r  y  soc ia l  de l  c ondenado .   
En todo caso co r responde a l  juez de conoc im iento ,  que imponga la  medida,  es tab lece r  con todos  
los  e lementos  de prueba a l leg ados  a  l a  ac tuac ión la  ex is tenc ia  o  inexis tenc ia  de l  ar ra igo.   
4.  Que se garant ice  mediante  cauc ión e l  cumpl im iento  de l as  s igu ientes  ob l igac iones :   
a)  No cambiar  de res idenc ia  s in  auto r i zac ión,  p rev ia  de l  func ionar i o  jud ic ia l ;   

mailto:csjepbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000.html#38B
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000_pr014.html#375
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000_pr014.html#376
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000_pr002.html#68A
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favor del condenado,  en procura de favorecer la reintegración del 

condenado a la sociedad, mediante el cambio de internamiento, de los 

muros del establecimiento penitenciario a los de su m orada, s iempre y 

cuando se cumplan unos puntuales requisitos y haya ejecutado la mitad de 

la pena impuesta. 

 

Con la expedición de la Ley 1709 de 2014, que con el art.  28 

adicionó el art.  38 G a la Ley 599 de 2000,  la pena privat iva de la l ibertad 

se cumplirá en el lugar de residencia o morada del condenado cuando 

haya cumplido la mitad de la condena, se demuestre el arraigo famil iar y 

social del condenado y se garantice mediante caución el cumplimiento de 

las obl igaciones que la misma norma señala, desde luego, excepto en los 

casos en que el condenado pertenezca al grupo famil iar de la víct ima o en 

aquel los eventos en que fue sentenciado por unos específ icos del itos.   

 

Frente al supuesto objet ivo según el cual el  sentenciado debe haber 

cumplido mínimo la mitad de la condena, que para e l asunto de trato 

equivale a 12 meses de pris ión;  se observa  que a la fecha  ha 

descontado 14 meses 6 días pr is ión, como ya se señaló; guarismo que 

supera  el presupuesto contenido en el canon normat ivo.  

 

Aunado a lo anter ior, se aborda el tema de las exclusiones,  pa ra 

concluir  que el interno no está incurso dentro de la prohibic ión del art.  28 

de la Ley 1709 de 2014, que adicionó un art.  38G a la Ley 599 de 2000, en 

cuanto a los del itos que all í se mencionan ;  de otro lado, no pertenece al 

grupo familiar de la víct ima, como se puede apreciar de la información 

obrante en el expediente.   

 

Cont inuando con el análisis sobre el cumplimiento de las exigencias 

para el tan preciado sustituto f rente al arraigo social y familiar q ue 

establece la normatividad penal, se t iene que se arr ima a la foliatura  unos 

documentos que con insuf ic ientes en la labor de demostrar el arraigo del 

señor GALLO PINTO. 

                                                                                                                                                                                 
b)  Que dent ro  de l  té rm ino q ue f i j e  e l  juez sean repa rados  los  daños  ocas ionados  con e l  de l i t o .  E l  
pago de l a  indemnizac ión debe asegurarse mediante  garant ía  pe rsona l ,  rea l ,  bancar i a  o  mediante  
acuerdo con la  v íc t ima,  sa lvo que demues t re  ins o lvenc ia ;   
c )  Comparecer  pers ona lmente ante  la  auto r idad jud ic i a l  que v i g i le  e l  cumpl im iento  de la  pena 
cuando fue re  requer ido pa ra e l lo ;   
d)  Perm i t i r  la  ent rada  a  la  res idenc ia  de  los  se rv ido res  púb l ic os  enca rgados  de  rea l i za r  l a  
v ig i lanc ia  de l  cumpl im iento  de la  rec lus ión.  Además  deberá cumpl i r  l as  cond ic iones  de segur idad 
que l e  hayan s ido impues tas  en la  sentenc ia ,  las  con ten idas  en los  reg lamentos  de l  Inpec  para e l  
cumpl im iento  de la  pr is i ón  dom ic i l ia r i a  y  l as  ad ic i ona les  que impus ie re  e l  Juez de E jecuc ión de 
Penas  y  Medidas  de Segur idad. ”  Subr ayado de l  Juzgado.  
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En primer lugar se t iene un escr ito f irmado vecinos del Sr. Gallo 

Pinto indicando que t iene su domici l io actual en la Cal le 15 # 39 -07 en 

Bucaramanga, indicando de otra parte situaciones que en nada aportan al 

f in de corroborar el arraigo  del condenado, seguidamente se cuenta con la 

declaración rendida por la Sra. Gracce Samanta Rangel Gal vis quien 

señala que dist ingue de trato y vista a Gallo Pinto desde hace 7 años y es 

su compañero sentimental,  que cumplirá el benef icio de la pr is ión 

domici l iar ia en la Calle 15 # 39-07.  

 

Se observa en la foliatura la cert if icación expedida por el señor Juan 

Carlos Rangel Ariza donde indica que el Sr. Gal lo Pinto trabajó como 

mecánico automotriz en el Barrio Ricaurte, de igual manera indica que 

reside en la Cal le 15 # 39-07, se continúa con cert if icación expedida por la 

Junta de Acción Comunal del Barrio Los Sauces de la Comuna 14 donde 

af irma que el Sr. Gallo Pinto vive en la Cal le 15 # 39 -07 Barrio Los Sauces 

de Bucaramanga, se cuenta también con cert if icación de la Parroquia 

Nuestra Señora de la Candelar ia de Bucaramanga donde se indica que 

reside en la Cal le 15 # 39-07 del Barrios Sauces de Bucaramanga.  

 

Con el f in de corroborar la información antes expuesta este 

Despacho Judicial observó lo que se encuentra consignado en la Cart i l la 

Biográf ica del Sr. Dagoberto Gallo Pinto que fue remit ida por el Centr o 

Penitenciar io, de la misma se advierte que la dirección señalada no 

corresponde con la que ahora se sol ic ita para la pris ión domici l iara, pues 

la que reposa en la Cart i l la Biográf ica es Ki lometro 1 # 14 -69 Barrio los 

Sauces y la que se sol ic ita la pr is ión domici l iar ia es Cal le 15 # 39 -07 

Barrios los Sauces; por otro lado se t iene que en la Cart i l la Biográf ica 

reporta estado civi l como Soltero del señor Dagoberto Gallo Pinto y en los 

documentos aportados se cuenta con que la Sra. Gracce Samanta Rangel 

Galvis af irma ser la compañera sent imental de Gallo Pinto, pero no señala 

si son esposos o compañeros permanente ni cuánto t iempo lleva su 

relación, solo indica que lo dist ingue de vista, trato y comunicación desde 

hace 7 años y que lo recibirá en su casa si l e es otorgado el benef ic io 

penal.  

Bajos los parámetros enunciados, atendiendo a las inconsistencias 

que advierte este Despacho Judicial sobre los elementos enunciados , no 

se accederá por el momento a la petición incoada de otorgamiento de la 

pris ión domici l iar ia, debiendo ahondarse sobre el asunto de reparo.  
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Por lo expuesto, el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Bucaramanga,  

 

RESUELVE.  

 

PRIMERO .  -  NEGAR  a  DAGOBERTO GALLO PINTO, identificado con 

cédula de ciudadanía número 1.005.328.610 ,  la pr is ión domicil iar ia, en 

los términos que sol ic ita de apl icación a lo normado en el art.  28 de la ley 

1709 de 2014, que adicionó un art.  38G a la ley 599 de 2000, conforme a 

la motivación que se expone.  

 

SEGUNDO. - DECLARAR  que DAGOBERTO GALLO PINTO  ha cumplido 

una penal idad de 14 MESES 6 DÍAS  DE PRISIÓN ,  al sumar la detención 

f ísica y la redención de pena.  

  

TERCERO. - Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y 

apelación.  

 

NOTIFÍQUESE  Y  CÚMPLASE 

 

 

ALICIA MARTÍNEZ ULLOA 

Juez 

 

 

 

J U A N D G C  
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JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS  

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, veint i trés (23) de octubre de dos mil veint itrés (2023)  

  

ASUNTO REDENCION DE PENA – CONCEDE  

R ADIC ADO NI  37710  (CUI  

68001.60.00.159 .2022.06702.00)  

EXPEDIENTE  FISICO  

ELECTRONICO x  

SENTENCI ADO ( A)  DAGOBERTO GALLO PINTO CEDUL A 1.005.328.610  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS ERE BUCARAMANGA  

DIRECCIÓN 

DOMICILIARI A 

No ap l i ca  

BIEN JURIDICO  PATRIMONIO 

ECONOMICO  

LEY906/2004   LEY 600/2000   LEY 1826/2017  X 

 

ASUNTO 

 

Resolver la pet ic ión de redención de pena en relación con 

DAGOBERTO GALLO PINTO, identif icado con la cédula de ciudadanía 

número  1.005.328.610 .   

 

ANTECEDENTES 

 

El Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones Mixtas de 

Girón, el 28 de septiembre de 2022, condenó a DAGOBERTO GALLO 

PINTO,  a la pena  de 24 MESES DE PRISIÓN  e  interdicción de derechos 

y funciones públ icas  por el término de la pena principal,  como coautor  del 

del ito de HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO .  Se le negaron la 

suspensión condicional de la ejecución de la pena y la pr is ión domici l iar ia.  

 

Su detención data del 3 de sept iembre de 2022, por lo que l leva 

privado de la l ibertad 13 MESES 20 DÍAS DE PRISIÓN.  Actualmente se 

halla privado de la l ibertad en el Centro Penitenciario de Media 

Seguridad de Bucaramanga  descontando la pena por este asunto.  

 

PETICIÓN 

 

Se allegan documentos para redenc ión de pena con of icio  

2023EE0160877 del 28 de agosto de 20231,  contentivos de cert if icados de 

                                                           
1 Ingres ado a l  Despacho e l  11  de oc tub re de 2023.  
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cómputos y cal if icaciones de conducta para reconocimiento de redención 

de pena del enjuic iado, que expidió el  Centro Penitenciario de Media 

Seguridad de esta ciudad. 

  

CONSIDERACIONES 

 

Entra el Juzgado a establecer la viabi l idad de otorgamiento de la 

redención de pena, conforme a los  cert i f icados de cómputos que remit ió  el 

penal, para lo que procede a detal lar los   mismos. En cuanto a  redención 

de pena se  avalarán:  

 

CERTIFIC ADO 

No.  

PERIODO  
HOR AS  DÍ AS  

RECONOCIDOS CERTIFIC AD AS  

DESDE H ASTA TR AB AJO   ESTUDIO  ENSEÑ AN TR AB AJO  ESTUDIO  ENSEÑ AN 

18923343  
Abr i l  

2023  

Jun io  

2023  
  192    16   

TOTAL   16  
 

 

 

TOTAL REDIMIDO   

 

 

16  d ías  

 

 

 

Lo que le redime su dedicación intramuros en act ividades de estudio 

en 16 DÍAS DE PRISIÓN, siendo la pr imera redención de pena reconocida 

por este asunto       

 

Y al revisar la evaluación de la conducta  del interno, se t iene que se 

cal if icó como buena y act ividad sobresal iente, tal y como se plasma en los 

cert if icados del Consejo de Discipl ina, lo que permite reconocer la 

redención de pena que se enuncia, en atención a lo normado en el Código 

Penitenciar io y Carcelar io sobre este aspecto.  

 

Así las cosas, al sumar  la detención fís ica y la redención  de pena 

reconocida se t iene una penalidad cumplida de 14 MESES 26 DÍAS DE 

PRISIÓN. 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN 

DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 
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PRIMERO .-  OTORGAR a DAGOBERTO GALLO PINTO, identificado con 

cédula de ciudadanía número 1.005.328.610 ,  una redención de pena por 

estudio y trabajo de  16 DÍAS DE PRISIÓN,  por los meses a que se hizo 

alusión en la parte motiva de este proveído, s iendo la primera redención 

reconocida por este asunto.  

 

SEGUNDO.- DECLARAR  que DAGOBERTO GALLO PINTO  ha cumplido 

una penal idad de 14  MESES 6 DÍAS  DE PRISIÓN ,  al sumar la detención 

f ísica y la redención de pena.  

 

TERCERO. ENTERAR  a las partes que contra la presente decisión , 

proceden los recursos de reposición y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

ALICIA MARTÍNEZ ULLOA 

Juez 

 

 

 J U A N D G C  
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JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS  

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

  

Bucaramanga, veint i trés (23) de octubre de dos mil veint itrés (2023)  

  

ASUNTO PRISION DOMICILIARIA -  NIEGA 

R ADIC ADO NI  39038   (CUI  

68755.60.00.242.2022.00083 .00)  

EXPEDIENTE  FISICO  

ELECTRONICO x  

SENTENCI ADO ( A)  PAOLA ANDREA VANEGAS PRADA  CEDUL A 1.010.001.599  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

MUJERES BUCARAMANGA  

DIRECCIÓN 

DOMICILIARI A 

NO APLICA  

BIEN JURIDICO  SALUD 

PUBLICA  

LEY906/2004  X  LEY 600/2000   LEY 1826/2017   

   

ASUNTO 

 

Resolver la pet ic ión de EJECUCIÓN DE LA PENA PRIVATIVA DE LA 

LIBERTAD EN LUGAR DE RESIDENCIA O MORADA DEL CONDENADO ,  

en aplicación del  art.  38 G de la ley 599 de 2000, adicionado por el art.  28 

de la ley 1709 de 2014,  respecto de  PAOLA ANDREA VANEGAS PRADA, 

identificada con la cédula de ciudadanía número 1.010.001.599 de 

Bucaramanga.    

 

ANTECEDENTES 

 

El Juzgado Segundo Penal del Circuito con Función de Conocimiento 

del Socorro, el 1 de marzo  de 2023, condenó a PAOLA ANDREA 

VANEGAS PRADA, a la pena de 54 MESES DE PRISIÓN, MULTA de 2 

SMLMV e INTERDICCIÓN DE DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS por el 

término de la pena principal,  como responsable del delito de TRÁFICO, 

FABRICACIÓN O PORTE DE ESTUPEFACIENTES AGRAVADO .  Se le 

negaron el subrogado penal de la suspensión condicional de la ej ecución 

de la pena y la pr is ión domici l iar ia.  

    

Su detención data del 17 de abri l de 2022, por lo que  l leva privada 

de la l ibertad 18 MESES 6 DÍAS DE PRISIÓN. Actualmente se hal la 

privada de la l ibertad en la Reclusión de Mujeres de Bucaramanga, por 

este asunto .   
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PETICIÓN 

 

El CPMSM BUCARAMANGA, remite petición de pr is ión domicil iar ia  como 

madre cabeza de famil ia que invoca la condenada VANEGAS PRADA 1,  con 

los siguientes documentos:  

 

•  Cart i l la biográf ica. 

•  Cert if icado de cal if icación de conducta .  

•  Constancia de conducta.  

•  Sol ic itud del apoderado.  

•  Cert if icado Parroquia nuestra Señora de la Candelaria de 

Bucaramanga.  

•  Carta de recomendación suscr ita por Nubia Esperanza Jaimes.  

•  Carta de recomendación suscr ita por Maribel Flórez Gamboa.  

•  Recibo de servic io públ ico de luz.  

 

Indica Irma Lizeth Espinosa Saavedra apoderada  de la señora Paola 

Vanegas Prada que al lega los registros civi les de nacimientos de las 3 

hijas menores de la condenada, que su conducta se vio mot iva a 

situaciones de marginal idad, por falta de recur sos económicos y no contar 

con el apoyo del padre de sus hijas, manif iesta que la Sra. Vengas Prada 

es madre de 3 hijas: K.S.M.V de 9 años de edad, E.L.M.V de 4 años de 

edad y D.X.M.V de 7 años, de las cuales indica se encontraba a cargo de 

la Sra. Vanegas Prada quien era quien velaba por ellas y les proveía el 

sustento, señala que después de su captura las menores bajaron su 

rendimiento académico incluso l legando la menor K.S.M.V a perder el 

grado escolar del años 2022.  

 

Sobre el arraigo famil iar manif iesta que t iene su domici l io la casa de su 

madre Olga Lucia Prada ubicada en la Carrera 61ª # 14 -03 del Barrio 

Buenos Aires (Parte Baja) de Bucaramanga.  

     

CONSIDERACIONES 

 

Entra el Juzgado a establecer la viabil idad o no del sustituto de la pena 

privat iva de la l ibertad, mediante el anál is is y valoración de los elementos 

                                                           
1 Of ic io  2023ER0096054  de l  31 de agos to  de 2023  que ing resó a l  Des pacho e l  22  de j un io  de l  
m ismo año.   
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fáct icos y el acopio probator io obrante en el expediente, así como de los 

presupuestos normat ivos establecidos por el Legislador para tal precepto.  

 

En cuanto a la condición de madre cabeza de famil ia, el art ículo 461 de la 

Ley 906 de 2004  faculta a los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas 

de Seguridad, para ordenar la ejecución de la pena  previa caución, en los 

mismos casos de la sustitución de la detención preventiva que consagra el 

art ículo 314 ibidem 2.   En este orden de ideas, y conforme la pretensión de 

la sentenciada, se estudiará la concesión de la pr is ión domici l iar ia en las 

circunstancias contempladas en la mencionada preceptiva numeral 5.  

 

Se debe establecer entonces  si se cumple la  condición de madre cabeza 

de hogar, en la sentenciada, inst itución que se ha def inido por el art ículo 2 

de la Ley 82 de 1993, modif icado por la Ley  el art.  1232 de 2008  como:  

 

“… es Mujer Cabeza de Fami l ia,  quien s iendo sol tera o casada, e jerce la 

jefatura femenina de hogar y t iene bajo su cargo, afect iva,  económica o 

soc ia lmente,  en forma permanente,  hi jos menores propios u otras 

personas incapaces o incapac i tadas para trabajar,  ya sea por  ausenc ia 

permanente o incapac idad f ís ica, sensor ia l ,  síquic a o moral del  cónyuge 

o compañero permanente o def ic ienc ia sustanc ia l  de ayuda de los  demás 

miembros del  núc leo fami l iar  “  

 

A su vez la Ley 750 de 2002 estableció una regulación especial para 

otorgar la pris ión domici l iar ia, como apoyo especial en caso de que quien 

la sol ic ite, sea una mujer cabeza de familia;  norma que plasma las 

indicaciones en cuanto requisitos, entre el los : “Que el  desempeño personal,  

laboral,  fami l iar  o soc ia l  de la in fractora  permita a la  autor idad judic ia l 

competente determinar que no colocará en pel igro a la  comunidad o a las 

personas a su cargo,  h i jos  menores de edad o h i jos  con incapac idad mental 

permanente.”;  así como las exenciones legales: “La presente ley no se 

                                                           
2 “La detención preventiva en establecimiento carcelario podrá sustituirse por la del lugar de 
residencia en los siguientes eventos:  
1.  Cuando para el cumplimiento de los fines previsto para la medida de aseguramiento sea 
suficiente la reclusión en el lugar de residencia, aspecto que será evaluado por el juez al momento 
de decidir sobre su imposición. 
 2.  Cuando el imputado o acusado fuera mayor de sesenta y cinco (65) años, siempre que su 
personalidad, la naturaleza y modalidad del delito hagan aconsejable su reclusión en el lugar de 
residencia. 
3. Cuando la imputada o acusada le falten dos (2) meses o menos para el parto.  Igual derecho 
tendrá durante los seis (6) meses siguientes a la fecha de nacimiento 
4.  Cuando el imputado o acusado estuviere en estado grave por enfermedad previo dictamen de 
médicos oficiales.  
5. Cuando la imputada o acusada fuere madre cabeza de familia de hijo menor de doce (12) años o 
que sufriere incapacidad mental permanente, siempre y cuando haya estado bajo el cuidado.  En 
ausencia de ella, el padre que haga sus veces tendrá el mismo beneficio....Sentencia  C-154/07 
Corte constitucional .Declara INEXEQUIBLES las expresiones “de doce (12) años” y “mental”, 
contenidas en el numeral 5º del artículo 314 de la Ley 906 de 2004. 
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apl icará a las  autoras o par tíc ipes  de los  del i tos  de genoc id io,  homicid io,  del i tos 

contra las  cosas o personas y b ienes protegidos por e l Derecho Internac ional 

Humanitar io,  extors ión,  secuestro o desapar ic ión forzada o quienes regis tren 

antecedentes penales,  salvo por del i tos  culposos o del i tos  polí t icos . ”  

 

Resulta importante antes de anal izar el caso objeto de examen,  

referenciar el desarrol lo jur isprudencial f rente a la interpretación que se ha 

tenido para acceder a la prisión domicil iar ia al amparo de la condición que 

ahora se invoca.  

 

Veamos como  nuestro máximo Tr ibunal de Justic ia Sala Penal, en 

principio consideró que con sólo probar la condición de padre o madre 

cabeza de familia, se accedía al sust i tuto de la pena pr ivat iva de la 

l ibertad, s in entrar a considerar otros aspectos como los antecedentes o la 

naturaleza del del ito, no obstante con posterioridad reconsideró esta 

postura indicando que sólo si se cumplen todos los l ineamientos 

plasmados en la ley 750 de 2002 era posible que se recon ociera el 

sust ituto penal. Así se ref ir ió la Corte Suprema de Just ic ia: 3  

 

“Ha tenido opor tunidad esta Sala de señalar 4,  que la comprens ión 

jur isprudenc ial  de las  condic iones para acceder  a la pr is ión domic i l iar ia  ha  

var iado en e l t iempo.  Así ,  en pr inc ip io, la  Cor te cons ideró suf ic iente, a 

par t ir  de la interpretación s istemát ica de lo d ispuesto en la Ley 750 de 

2002 y de los art ículos 314 y 461 de la Ley 906 de 2004,  la  acredi tac ión de 

la condic ión de padre o madre cabeza de fami l ia,  s in neces idad de valorar  

los antecedentes del  in teresado n i la  natura leza del  del i to  objeto de 

condena 5.  

 

Sin embargo, poster iormente, recogiendo ese cr i ter io,  y bajo e l entendido 

que los  ar t ícu los 314,  numeral  5,  y  461 de la Ley 906 de 2004 no derogaron 

los requis i tos establecidos en e l ar t ículo 1 de la Ley 750 de 2002 en lo 

at inente a la  f igura de  la pr is ión domic i l iar ia para la persona cabeza de 

fami l ia ,  la  Sala ha venido sosteniendo de manera pacíf ica que para su 

otorgamiento se requiere de la sat isfacc ión concurrente de todas las  

condic iones prev istas en esta norma, a saber: i)  que e l condenado,  hombre 

o mujer,  tenga la condic ión de padre o madre cabeza de fami l ia;  i i )  que su  

desempeño personal ,  laboral,  fami l iar  y soc ia l permita infer ir  que no pondrá 

en pel igro a la comunidad o a las  personas a su cargo; i i i )  que la condena 

no haya sido profer ida por a lguno de los del i tos a l l í  refer idos y; iv)  que la 

persona no tenga antecedentes penales 6.  Así  se prec isó:  

 

Es dec ir ,  e l debido respeto al  interés super ior  del  menor no impl ica un 

reconoc imiento mecánico, ir razonable o autor i tar io de sus derechos. Y 

                                                           
3 SP 7752/2017  radicado 46277  del 31 de mayo de 2017 M.P: Patricia Salazar Cuellar. Corte Suprema de Justicia.  
4 CSJ SP-10919-2015, 19 ago. 2015, rad. 45853. 
5 CSJ SP, 26 jun. 2008, rad. 22.453. 
6 CSJ SP, 22 jun. 2011, rad. 35943. 
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dejar como único requis i to de la detenc ión o pr is ión domic i l iar ia  para los  

padres o madres cabeza de fami l ia la constatac ión de la s imple condic ión  

de ta l  conv ierte en absoluto e l derecho del  menor  a no estar  separado de 

su famil ia ,  y además lo hace en det r imento de unos ins t i tutos ( la detenc ión  

prevent iva en centro de rec lus ión y  la e jecuc ión de la pena en 

establec imiento carcelar io)  que no sólo at ienden a pr incip ios y  valores 

const i tuc ionales (como la paz, la responsabil idad de los part icu lares y e l  

acceso a la administ rac ión de jus t ic ia de todos los  asoc iados) ,  s ino que 

deben ser determinados por las c ircunstanc ias personales del agente,  

mot ivo por  el  cual  t ienen que ser  ponderadas en todos los casos.”  

 

Al amparo de las directr ices expuestas se examinara en pr imer lugar si la 

interna t iene la condición de madre cabeza de famil ia; sobre el tema se 

trae a colación lo concretado por la Corte Constitucional  que se plasma en 

la SP 7752/17 aludida:  

 

“ [p ]ara tener  dicha condic ión es presupuesto indispensable  ( i)  que se tenga 

a cargo la responsabi l idad de h i jos  menores o de otras  personas 

incapaci tadas  para trabajar;  ( i i )  que esa responsabi l idad sea de carácter  

permanente;  ( i i i )  no sólo la ausenc ia  permanente  o abandono del  hogar  por  

par te de la  pareja,  s ino que aquél la  se sustra iga del cumpl imiento  de sus 

obl igac iones  como padre;  ( iv)  o b ien que la pareja  no asuma la 

responsabi l idad que le corresponde y  e l lo obedezca a un mot ivo  

verdaderamente poderoso como la incapac idad f ís ica,  sensor ia l ,  síquica o 

mental  o,  como es  obvio,  la  muerte;  (v)  por  ú l t imo,  que haya una def ic iencia  

sustancia l  de ayuda de los  demás miembros  de la fami l ia,  lo  cual  s igni f ica  la  

responsabi l idad sol i tar ia de la  madre para sostener  e l hogar. 7 

 

Al igual en dicho fallo se referenció lo que la Corte Constitucional  indicó 

sobre lo que  corresponde demostrar a quien invoca esta condición:   

 

“ ( i)  Que sus h i jos propios,  menores o mayores d iscapaci tados,  es tén a su 

cuidado,  que v ivan con é l,  dependan económicamente de é l  y  que 

realmente sea una persona que les br inda e l cu idado y e l amor que los  

n iños requieran para un adecuado desarro l lo  y crec imiento;  que sus 

obl igac iones  de apoyo, cuidado y manutención sean efect ivamente 

asumidas y  cumpl idas,  pues se descar ta todo t ipo de procesos judic ia les  y  

demandas que se s igan contra los trabajadores  por inas is tenc ia de ta les  

compromisos.  ( i i )  Que no tenga a l ternat iva  económica,  es  dec ir ,  que se 

trate  de una persona que t iene e l  cu idado y la  manutenc ión exc lus iva  de 

los n iños  y que en e l  evento de v iv ir  con su esposa o compañera,  és ta se 

encuentre  incapac i tada f ís ica,  mentalmente  o moralmente,  sea de la  

tercera edad, o su presenc ia resulte tota lmente indispensable en la 

atención de h i jos  menores  enfermos,  d iscapac i tados o que médicamente 

requieran la presenc ia  de la madre. 8”  

 

De lo aportado en la sol ic itud realiza advierte este Despacho Judicial que 

se cuenta con los registros civi les de nacimiento de las menores K.S.M.V 

                                                           
7 Corte Constitucional, sentencia SU – 388 de 2005. 
8 Corte Constitucional, sentencia SU – 389 de 2005. 
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de 9 años de edad, E.L.M.V de 4 años de edad y D.X.M.V de 7 años , 

situación que da cuenta que la Sra. Vanegas Prada es la madre de las 

menores mencionadas, así como de las manifestaciones real izadas por la 

señora Olga Lucia Prada (Madre de la condenada) y de Maribel Flórez 

Gamboa y Nubia Esperanza Jaimes se permite corroborar las situaciones 

que rodean su rol de madre.  

 

Así,  en el  expediente en primer término se t iene que la s 3 hi jas de la Sra. 

Vanegas Prada son menores de edad, sin embargo encuentra este 

Despacho la primera no conformidad en lo ateniente a la señora Olga Lucia 

Prada madre de la condenada pues aunque en el escr ito aportado por la 

apoderada señala que se trata de una señora de avanzada edad quien 

labora en una extensa jornada, no se cuentan con elementos que permitan 

corroborar ni la edad de la señora así como tampoco cert if icados de 

trabajo donde se puede establecer su empleador, lugar de trabajo y 

horarios, situación esta que no permite establecer que las menores hijas 

de la Sra. Vanegas Prada se encuentran en soledad y requieran que se le 

concede el sust ituto de la pr is ión domici l ia r ia para que pueda ser el la 

quien se encargue de las menores.  

 

Estas breves consideraciones apuntan que la condición de madre cabeza 

de famil ia no f luye automát icamente en la interna, exist iendo otros 

familiares que le pueden garant izar  sus derechos, s in que se haya arr ima 

prueba alguna que desvirtué dicha circunstancia ; por lo que la decisión se 

orientará a negar la sol ic itud de prisión domicil iar ia.  

 

OTRAS DETERMINACIONES 

 

SOLICITAR que a través de la Of icina de Asistencia social del 

Centro de Servicios Administrat ivos para los Juzgados de Ejecución  de 

penas de Bucaramanga, se ver if ique por cualquier medio la situación 

familiar y social de las menores K.S.M.V de 9 años de edad, E.L.M.V de 4 

años de edad y D.X.M.V de 7 años  y de la señora Olga Lucia Prada, 

residentes en la Carrera 61ª # 14-03 del Barrio Buenos Aires (Parte Baja) 

de Bucaramanga. Surt ido lo anterior deberá rendir informa de la labor 

comisionada. (Ver todos los anexos contenidos en el expediente digital  que 

se remite a la of icina de asistencia social).  Termino 5 días hábi les.  
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Por lo expuesto, el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Bucaramanga,   

 

RESUELVE.  

 

PRIMERO .  -  NEGAR  a  PAOLA VANEGAS PRADA, identificada con 

cédula de ciudadanía número 1.010.001.599 de Bucaramanga  el 

benef ic io de la pris ión domici l iar ia como madre cabeza de familia,  de 

conformidad con los planteamientos expuestos en la parte motiva de éste 

auto.  

 

SEGUNDO. -  DECLARAR  que PAOLA VANEGAS PRADA ha cumplido una 

penal idad de 21  MESES 2 DÍAS  DE PRISIÓN,  al sumar la detención f ísica 

y la redención de pena.  

  

TERCERO. – SOLICITAR que a través de la Of icina de Asistencia social 

del Centro de Servic ios Administrat ivos para los Juzgados de Ejecución de 

penas de Bucaramanga, se verif ique mediante vis ita con desplazamiento la 

situación famil iar y social de las menores K.S.M.V de 9 años de edad, 

E.L.M.V de 4 años de edad y D.X.M.V de 7 años  y de la señora Olga Lucia 

Prada, residentes en la Carrera 61ª # 14 -03 del Barrio Buenos Aires (Parte 

Baja) de Bucaramanga.  

 

CUARTO - Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y 

apelación.  

 

NOTIFÍQUESE  Y  CÚMPLASE 

 

 

ALICIA MARTÍNEZ ULLOA 

Juez 

 

 

 

J U A N D G C  
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JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, veint i trés (23) de octubre de dos mil veint itrés (2023)  

 

ASUNTO NIEGA LIBERTAD POR PENA CUMPLIDA  

RADICADO NI  27875  CUI  54001-6106 -
079-2014 -80577 -00  

EXPEDIENTE  F ÍS ICO  

ELECTRÓNICO  X 

SENTENCIADO 
(A)  

GONZALO AMADO ARÉVALO  CEDULA 26.852.673  

CENTRO DE 
RECLUSIÓN 

CPAMS GIRÓN 

DIRECCIÓN 
DOMICILIARIA  

  

B IEN JURÍDICO  CONTRA LA SEGURIDAD Y LA SALUD PÚBLICA  

LEY 906 DE 2004  X  600 DE 2000   1826 DE 2017   

 

ASUNTO A TRATAR 

 

El Juzgado procede a resolver la sol icitud de l ibertad por pena cumplida en 

favor del sentenciado GONZALO AMADO ARÉVALO, dentro del asunto de 

la referencia.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigi la a GONZALO AMADO ARÉVALO la pena de 8 años y 9 

meses (105 meses) de pris ión, en virtud de la sentencia condenatoria 

proferida el 23 de octubre de 2014 por el Juzgado Pr imero Penal del Circuito 

con Funciones de Conocimiento de Cúcuta, por los delitos concurs ales de 

fabricación, tráf ico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes 

o municiones y tráf ico, fabricación o porte de estupefacientes. En el fallo le 

fueron negados los mecanismos sust itut ivos de la pena privat iva de la 

l ibertad.  

 

1. DE LA SOLICITUD DE LIBERTAD POR  PENA CUMPLIDA 

 

Se observa que el sentenciado GONZALO AMADO ARÉVALO se encuentra 

privado de la l ibertad por cuenta de esta condena desde el 1° de noviembre 

de 2019 y registra una detención anterior del 20 de febrero de 2014 al 12 de 

noviembre de 2016, t iempo que sumado a las redenciones de pena 

reconocidas de: 48 días (31/01/2020), 120 días (27/02/2020), 60 días 

(27/07/2020), 37 días (20/10/2020), 75 días (01/03/2021), 37 días 

(26/05/2021), 37 días (13/08/2021), 38 días (21/12/2021), 37  días 

(17/02/2022), 73 días (08/08/2022), 35 días (06/02/2023), 35 días 

(07/03/2023), 36 días (05/09/2023) y 36 días (06/09/2023), arroja un total 

de pena cumplida de 103 meses y 28 días de la pena de prisión .  

 

Dicho quantum se encuentra aún distante de la  pena de 105 meses de pris ión 

que le fue impuesta,  por lo que se dispone negar la petic ión de l ibertad por 

pena cumplida.  



 

 

 

Visto lo anter ior, se incurre en una imprecisión en af irmar que el condenado 

GONZALO AMADO ARÉVALO ha cumplido la condena al sumar el  t iempo 

f ísico de privación de la l ibertad y las redenciones de pena reconocidas, 

razón por la cual,  al no haber ejecutado la total idad de la pena, no es dable 

al Despacho ordenar su l ibertad inmediata, por lo que su petic ión será 

negada por improcedente.  

 

2. OTRAS DETERMINACIONES 

 

Sol icítese a la CPAMS GIRÓN y al COMPLEJO CARCELARIO DE CÚCUTA  

la remisión de los cert if icados de cómputo y conducta que se encuentren 

pendientes para estudio de redención de pena del sentenciado GONZALO 

AMADO ARÉVALO, advirtiendo que se encuentra próximo al  

cumplimiento total de la pena impuesta .  

 

Respecto del numeral 2, no procede recurso alguno.  

 

Por lo expuesto, EL JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO .-   DECLARAR que a la  fecha el sentenciado GONZALO 

AMADO ARÉVALO l leva ejecutada una pena de 103 meses y 28 días de 

pris ión.  

 

SEGUNDO. -  NEGAR la solicitud de l ibertad por pena cumplida 

sol ic itada en favor del sentenciado GONZALO AMADO ARÉVALO, según las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 

TERCERO.-  Por el Centro de Servicios Administrat ivos  sol icítese a la 

CPAMS GIRÓN y al COMPLEJO CARCELARIO DE CÚCUTA  la remisión de 

los cert if icados de cómputo y conducta que se encuentren pendientes para 

estudio de redención de pena del sentenciado GONZALO AMADO ARÉVALO, 

advirt iendo que se encuentra próximo al cumplimiento total de la pena 

impuesta.  

 

CUARTO. -   Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

 
ILEANA DUARTE PULIDO  

JUEZ 

 
Irene C.  


